


SENTENCIA NÚMERO: CIENTO DOCE
En la ciudad de Córdoba, a los veintidós días del mes de noviembre de dos mil dieciséis, siendo las doce horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Carlos Francisco García Allocco y Sebastián López Peña, bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "DEL RÍO, ELIANA BEATRIZ C/ GOBIERNO DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA (POLICÍA DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA) - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE APELACIÓN" (Expte. N° 1963742), con motivo del recurso de apelación interpuesto por la parte actora (fs. 57/57vta.), fijándose las siguientes cuestiones a resolver.

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de apelación?

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?


Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Carlos Francisco García Allocco y Sebastián López Peña.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:


1.- A fs. 57/57vta. la actora interpuso recurso de apelación en contra del Auto Interlocutorio Número Ciento setenta y dos, dictado el siete de noviembre de dos mil catorce por la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial, Familia y Contencioso Administrativo de la Cuarta Circunscripción Judicial, con asiento en la Ciudad de Villa María (fs. 55/55vta.), que resolvió: "PRIMERO: Rechazar el recurso de reposición deducido por la actora en contra del proveído de fecha 21 de octubre de 2014 (fs.39/39vta.). Sin costas (arts. 130, 133 y 386 in fine del C.P.C. por remisión del art. 13 de la Ley 7.182). SEGUNDO: Declarar inadmisible la reserva de interposición de Recurso de Casación. …".


2.- Concedido el recurso por el Tribunal a quo, mediante Auto Interlocutorio Número Ciento setenta y nueve del diecisiete de noviembre de dos mil catorce (fs. 60/60vta.), los presentes se elevaron a este Tribunal (fs. 66), corriéndose traslado a la apelante (fs. 67), quien lo evacuó a fs. 68/80vta., y solicitó que se haga lugar al recurso.
La expresión de agravios admite el siguiente compendio:

La recurrente alega que el Tribunal de Mérito ha inobservado o aplicado erróneamente la ley sustantiva y procedimental, específicamente la Ley 9120, el Decreto Número 1753, la Ley 9728, los artículos 87 de la Ley 6658; 1, 6, 11 y 17 de la Ley 7182 y 19 inciso 9, 23, 174, 175 y 178 de la Constitución Provincial.

Indica que los hechos -demanda y documental obrante en autos- dan cuenta de la aplicación de una sanción administrativa, disponiendo su "pase a situación de pasiva" y que el acto administrativo base es el dictado por el Tribunal de Conducta Policial, siendo ésta la cuestión sujeta a revisión judicial.
Explica que su proceder fue encuadrado como "falta gravísima", contemplada en el artículo 41 del Decreto Número 1753/53.

Añade que el artículo 40 inciso 1) de dicho cuerpo normativo establece que para la aplicación de sanciones por faltas graves, deberá observarse según el caso, uno de los siguientes procedimientos: a) punto 1: Las faltas leves serán sancionadas por el personal policial en razón de su cargo y grado, sin otra formalidad que la de notificar al infractor para que produzca su descargo en el término fatal de 24 horas, vencido el cual y meritado el mismo en su caso, impondrá la sanción correspondiente, la que será irrecurrible en Sede Administrativa.

De allí, deduce que mal puede interpretarse, como lo hace la Sentenciante, la necesidad de interponer el recurso de reconsideración conforme lo prescribe el artículo 87 de la Ley 6658, cuando la normativa concreta (Decreto N° 1753/53) imperativamente establece la irrecurribilidad administrativa.

Manifiesta que, además, el descargo efectuado ante el Tribunal de Conducta Policial el primero de julio de dos mil catorce obrante en autos (Sticker 413349121214) constituye un recurso de reconsideración, por aplicación del principio de informalismo.

Establece que el artículo 104 del decreto citado prescribe que en todos los casos el recurso de reconsideración será resuelto por el Tribunal de Conducta Policial en pleno y su resolución agota la vía administrativa.

Agrega que el artículo 105 ib. dice que el mencionado Tribunal deberá expedirse, confirmando, modificando, anulando o denegando sin efecto la sanción, y que en caso de modificación, ésta no podrá agravar los efectos de la sanción impugnada.

Resalta que, en el caso bajo análisis, el Tribunal de Conducta guardó silencio y el Poder Ejecutivo se expidió mediante el Decreto Número 721/2014 que agravó su situación, al disponer su cesantía y separación de la Policía, violando la manda legal citada. 
Reitera que el acto administrativo base (sanción de pase a situación pasiva dictada por el Tribunal de Conducta) causó estado, razón por la cual resulta erróneo el razonamiento del Tribunal a quo.

Sostiene que el Tribunal de Mérito omitió expedirse respecto de: a) el análisis de la legislación específica vigente al caso; b) el pedido de inconstitucionalidad de todo acto y procedimiento y c) el tratamiento y resolución expresa del pedido de inconstitucionalidad del artículo 3 de la Ley 10187.
Destaca que el ámbito y autoridad para el desarrollo legal del proceso administrativo que correspondía era el Tribunal de Conducta Policial, y que la Juzgadora no ponderó ni se expidió sobre el particular, por lo que mal puede existir procedimiento administrativo.

Señala que el control judicial debe realizarse respecto del acto administrativo base, que fue impugnado y que motivó la culminación de la vía administrativa con el Decreto Número 721/2014 del Poder Ejecutivo Provincial.
Cuestiona el decisorio objeto de recurso, en tanto considera que la Sentenciante ha prescindido de los principios de informalismo e in dubio pro actione, negando el acceso a la justicia y conculcando el derecho al debido proceso. 
Afirma que la Cámara a quo no sólo interpretó los artículos 87 de la Ley 6658 y 11 de la Ley 7182 de modo literal y con excesivo rigor formal, sino que también omitió considerar su finalidad última, cual es que en cuestiones de naturaleza alimentaria se debe posibilitar la revisión judicial de los actos de la Administración que son reputados inconstitucionales e ilegales.
Entiende que las singularidades fácticas y jurídicas que caracterizan a la presente causa autorizan a arbitrar una vía de excepción a la morigeración del principio general que rige en materia recursiva a favor del administrado.

Plantea la inconstitucionalidad del decisorio recurrido y del decreto de fecha veintiuno de octubre de dos mil catorce, en tanto los considera violatorios de los derechos de propiedad (arts. 14 y 17 de la C.N.), de trabajar (art. 14 de la C.N.), a la estabilidad (arts. 14 bis de la C.N. y 23, inciso 13 de la Const. Pcial.), de defensa y debido proceso legal (arts. 18 y 33 de la C.N. y 8 del Pacto de San José de Costa Rica) como así también de los principios de supremacía constitucional y jerarquía normativa (arts. 30 y 31 de la C.N.) y legalidad (art. 19 de la C.N.).

Hace reserva del caso federal.

3.- A fs. 81 se corrió traslado al Señor Fiscal General de la Provincia, el que fue evacuado por el Señor Fiscal Adjunto (Dictamen CA N° 136 del 26 de marzo de 2015,                fs. 82/85) quien se pronunció por la improcedencia del recurso de apelación interpuesto.

4.- A fs. 86 se dictó el decreto de autos, el que firme y consentido (fs. 87 y 89), deja la presente causa en condiciones de ser resuelta.

5.- El recurso ha sido interpuesto en tiempo propio, en contra de un resolutorio definitivo (arts. 43 y ss. del C.P.C.A. y 366 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182) y por quien se encuentra legitimado procesalmente para ello, razón por la cual corresponde su tratamiento.


6.- La Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial, Familia y Contencioso Administrativo de la Cuarta Circunscripción Judicial, con asiento en la ciudad de Villa María, en el pronunciamiento recaído en autos rechazó el recurso de reposición deducido por la Señora Eliana Beatriz Del Río en contra del primer decreto fundado, suscripto por el Presidente del Tribunal de fecha veintiuno de octubre de dos mil catorce (fs. 39/39vta.), que declaró la incompetencia de éste para entender en la presente causa, por no haber sido agotada la vía administrativa con la interposición del recurso de reconsideración correspondiente             (art. 87 de la Ley 6658), incumpliendo de tal modo con uno de los presupuestos procesales de admisibilidad de la acción.

Contra tal pronunciamiento alza su embate recursivo la accionante.
7.- En forma liminar, es dable puntualizar que, tal como señala Couture (Fundamentos de Derecho Procesal Civil, edición póstuma, págs. 354 y sgtes., concordante con RAMACCIOTTI y López CARUSILLO en Compendio de Derecho Procesal Civil y Comercial de Córdoba, T. III, Bs. As. 1981, pág. 446), la segunda instancia no constituye un nuevo juicio, sino que su objeto consiste en verificar, sobre la base de la resolución impugnada y en los límites de los agravios formulados, el acierto o error de lo resuelto por el Tribunal a quo (cfr. Sent. Nro. 94/1998 "Caballero, Susana B. ..." y lo establecido por el art. 356 del C.P.C. y C., aplicable por remisión expresa del art. 13 de la Ley 7182).


Por ello, para que la instancia de apelación logre alcanzar un pronunciamiento positivo o negativo acerca de la pretensión recursiva que se intenta, es menester que el acto de impugnación satisfaga determinados requisitos formales, impuestos bajo sanción de inadmisibilidad.


La expresión de agravios (art. 371 del C.P.C. y C., por remisión del art. 13 del C.P.C.A.) debe contener la fundamentación del recurso, mediante un análisis en el cual se expliciten las razones en virtud de las cuales el agraviado considera que el pronunciamiento recurrido afecta sus intereses, esto es los motivos de su disconformidad expuestos a través de una crítica razonada de la sentencia.


Así, es de carga inexcusable para quien pretenda la revisión de un fallo, rebatir y poner de manifiesto los errores de hecho y de derecho, omisiones, defectos, vicios o excesos que puede contener el decisorio respecto del cual se intenta el recurso (RAMACIOTTI y López CARUSILLO, obra citada, T. III, págs. 524 y sgtes.).
8.- Tales recaudos no se cumplimentan en el caso donde la recurrente no alcanza a refutar el argumento central desarrollado por la Juzgadora para inhabilitar la vía contencioso administrativa, quien expuso que "...De la lectura y del análisis del escrito impugnativo          (fs. 44/53), no surge que la actora haya deducido recurso de reconsideración en contra del Decreto N° 721 dictado por el Poder Ejecutivo con fecha 01/07/2014, que le fuera notificado con fecha 03/07/2014 (ver. Fs. 2vta.); conforme expresas prescripciones contenidas en el art. 178 de la Constitución Provincial, arts. 77, 80 y concordantes de la  Ley de Procedimiento Administrativo N° 5350 (t.o. Ley N°6658 y sus modificatorias), y arts. 1, 6, 7 y concordantes de la Ley N° 7182 (modif. Por Ley N° 7818; a los fines de agotar la vía administrativa y habilitar el control judicial mediante la acción contencioso administrativa de plena jurisdicción..." (cfr. fs. 55/55vta.). 

9.- Es dable recordar que el artículo 1 de la Ley 7182 contiene una cláusula general delimitadora de la "competencia" de la jurisdicción contencioso administrativa, en función de una minuciosa definición de lo que es la "materia contencioso administrativa". Dicha cláusula se complementa  con otras, como el artículo 2 que define los casos excluidos y el artículo 6 que establece que la demanda contencioso administrativa debe prepararse mediante el o los recursos necesarios para obtener de la autoridad competente de última instancia, el reconocimiento o denegación del derecho reclamado o interés legítimo afectado.

Los artículos 7 y 8 establecen las pautas temporales para que la Administración se expida, definiendo igualmente el término para la interposición de la demanda según medie acto presunto producido por silencio o por acto expreso.

Tales preceptos son los que proveen las directrices para establecer en cada caso concreto cuándo "la resolución reclamada no da lugar a la acción                          contencioso-administrativa" o bien cuándo "la demanda ha sido presentada fuera de término" (art. 24 inciso 1), siendo estos los típicos supuestos de "incompetencia" en el proceso contencioso administrativo (cfr. doctrina de esta Sala en Sent. Nro. 36/2000 "Iriart, Pedro Juan..."; Sent. Nro. 156/2000 "Moreno, Enrique Fernando..." y Sent. Nro. 31/2001 "Falchetto, Luis A. y otro...").

Asimismo, es jurisprudencia constante de los Tribunales del Fuero (Sent. Nro. 22/1997 "Alvarez, Antonio A. ..."; Sent. Nro. 72/1997 "Aliaga, Agustín María y otros...", entre muchas) que la materia contencioso administrativa se configura sólo en presencia de resoluciones dictadas en ejercicio de función administrativa por autoridades con facultad para decidir en última instancia y que resuelvan o hayan tenido oportunidad de resolver sobre el fondo de la cuestión o derecho vulnerado, según se trate de acto denegatorio expreso o presunto (T.S.J., Auto Nro. 12/1982 "Sodicor Sociedad Distribuidora de Cba. Soc. Anónima Comercial e Industrial...", Auto Nro. 166/1982 "Suc. de Roberto C. Tato...", entre otros), o que la denegatoria formal del recurso emanada de dicha autoridad no haya quedado consentida al impugnar fundadamente el recurrente los concretos motivos aducidos para ello por la Administración (T.S.J., Auto Nro. 212/1982 "Bustos de Sabena, Raquel Maliza...", Auto Nro. 210/1984 "Grau y Cerrito S.R.L. ...", Auto Nro. 145/1985 "Banco Hipotecario Nacional...", Auto Nro. 350/1986 "Cooperativa Limitada de Monte Maíz...", entre otros) y que la demanda haya sido incoada en tiempo propio, en definitiva, que la resolución impugnada y objeto del proceso "cause estado", esto es que presente la "posibilidad de ser recurrida por la vía contencioso-administrativa; si desaparece la posibilidad de la interposición del recurso contra la resolución administrativa, sea por consentimiento o vencimiento del término, ésta se transforma en decisión administrativa firme" (FIORINI, B. A., ¿Qué es el Contencioso?, Capital Federal, 1965, págs. 216/217), conceptos que han sido ratificados por la jurisprudencia de este Tribunal en vigencia de la Ley 7182, aplicable al sub lite.

En tal marco de análisis, lo decidido por la Juzgadora resulta ajustado a derecho, desde que el acto administrativo impugnado por la accionante no causa estado, en razón de no haberse agotado a su respecto la vía administrativa mediante la interposición del correspondiente recurso de reconsideración (art. 1, inciso a) de la Ley 7182). 
10.- Tal como surge de las constancias de autos (cfr. fs. 3/9) el Señor Gobernador de la Provincia dictó con fecha primero de julio de dos mil catorce el Decreto Número 721, mediante el cual dispuso "…la cesantía del personal de la Policía de la Provincia de Córdoba, nominado en el Anexo I (…) por haber adoptado conductas que importan insubordinación y afectación del prestigio de la institución en los términos del artículo 2° inciso 1) y 5) de la Ley N° 10.187, en función de los artículos 1, 6 y 7 de la misma norma, y violación del régimen disciplinario policial, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 105 de la Ley N° 9728 en concordancia con las disposiciones del Decreto N° 1753/2003…" (cfr.               fs. 6).

En el Anexo I, compuesto de una foja, que forma parte del decreto citado figura el nombre de la actora (cfr. fs. 8).
Como puede apreciarse la sanción aplicada a la demandante por el Señor Gobernador de la Provincia lo fue en el marco de la reciente Ley 10187, norma dictada con el objeto de prevenir, evitar o disuadir hechos o situaciones que signifiquen una alteración en la subordinación jerárquica y/o disciplina inherentes a las Fuerzas de Seguridad, poniendo en riesgo la prestación normal del servicio que garantiza la convivencia, la paz social y la seguridad de los cordobeses (art. 1).
La citada ley integra el régimen disciplinario que rige al personal de las fuerzas que conforman el Sistema Provincial de Seguridad Pública, a excepción de los Órganos Auxiliares de dicho Sistema (art. 7). 

El artículo 2 de la Ley 10187 establece las causales de cesantía y exoneración, entre las cuales hallamos la causal de insubordinación (inciso 1) y la de afectación del prestigio de la Institución (inciso 5). El artículo 3 prescribe que en todos los casos previstos en el artículo 2 la conducta asumida será considerada falta gravísima, y que el personal involucrado quedará suspendido de inmediato, pasando a revistar en situación pasiva, e intimado a formular descargo en el término de veinticuatro (24) horas, vencido el cual el Poder Ejecutivo Provincial -mediante resolución fundada- podrá disponer la sanción segregativa y la consecuente baja de la Institución.

En consecuencia, resulta desacertada la afirmación de la recurrente cuando alega que su proceder fue encuadrado como "falta gravísima" contemplada en el artículo 41 del Decreto Número 1753/53 y que el acto base es la sanción administrativa aplicada por el Tribunal de Conducta Policial, razón por la cual pretende la aplicación de las normas contenidas en el citado decreto (cfr. fs. 69/75).

En efecto, tal como surge del Decreto Número 721/2014, las conductas atribuidas a la actora fueron insubordinación (art. 2 inciso 1 de la Ley 10187) y afectación del prestigio de la Institución (art. 2 inciso 5 ib.), causales de cesantía, siendo la autoridad competente para aplicar dicha sanción administrativa, conforme lo prescripto por el artículo 3 de la Ley 10187, el Poder Ejecutivo Provincial.

De allí que si el acto definitivo fue la cesantía aplicada por el mencionado órgano a través del Decreto Número 721/2014, la accionante debió agotar la vía interponiendo el recurso de reconsideración en contra de aquél, en virtud de lo prescripto por los artículos 77 y 80 de la Ley de Procedimiento Administrativo (Ley 6658), lo que no consta en autos. 
Por esta razón, al no haberse interpuesto el mencionado recurso administrativo, el acto ha quedado firme, no siendo susceptible su revisión en Sede Judicial.

11.- Frente a las circunstancias objetivas así acreditadas y de acuerdo con la doctrina sentada por este Tribunal Superior de Justicia (cfr. Sala Cont. Adm., Sentencias Nro. 52/2004 "Serman, Amelia..."; Nro. 43/2005 "Piermarteri, Ana María..."; Nro. 51/2005 "Manzotti, Norma Teresita...", Nro. 48/2008 "Arri, Carlos Alberto", entre otras) se tornan inhábiles los agravios planteados por la recurrente, quien denuncia que al no haberse aplicado en el caso el principio de informalismo a favor del administrado, se ha negado el acceso a la justicia y conculcado el derecho al debido proceso (arts. 18 y 33 de la C.N. y 8 del Pacto de San José de Costa Rica), como así también los derechos de propiedad (arts. 14 y 17 de la C.N.), de trabajar (art. 14 de la C.N.) y a la estabilidad (art. 14 bis de la C.N. y art. 23, inciso 13 de la Constitución Provincial) -cfr. fs. 75/80-. 

Como es sabido, el principio del informalismo o formalismo moderado reconocido por el artículo 176 de la Constitución Provincial y normado en el artículo 9 de la Ley 6658 que establece que "...Se excusará la inobservancia por los administrados de exigencias formales no esenciales, que puedan ser cumplidas posteriormente", implica que el cauce formal o formalidades inherentes al procedimiento respectivo, pueden atenuarse en beneficio de los administrados. Su fundamento, no es otro que el de considerar al administrado como un verdadero colaborador de la juridicidad y eficiencia administrativa" (ver de mi autoría, "El Procedimiento Administrativo en Córdoba", en Procedimiento Administrativo, Jornadas organizadas por la Universidad Austral, Facultad de Derecho, Edit. Ciencias de la Administración, Buenos Aires 1998, pág. 477).

Tal principio también significa que las normas de procedimiento deben ser interpretadas en forma favorable a la admisión y decisión final de las pretensiones de los administrados, de modo que sus derechos e intereses no sean afectados por la exigencia de aspectos formales que puedan ser subsanados dentro del procedimiento, siempre que dicha excusa no afecte derechos de terceros o el interés público (vid BREWER-CARÍAS, Allan R., Principios del Procedimiento Administrativo en América Latina, Legis Editores S.A., Colombia 2003, pág. 54).

Ahora bien, desde la dogmática jurídica y también a través de precedentes de esta Sala, se ha puntualizado que el principio del informalismo o formalismo moderado (art. 176, Const. Pcial., reglado por los arts. 9 y 79 de la Ley 6658) no es aplicable -como regla- al procedimiento recursivo cuya esencia es eminentemente formalista, salvo norma expresa o razonablemente implícita que lo autorice (vid de mi autoría, obra citada, pág. 477 y Sents. Nro. 107/1998 "Garelli" y Nro. 52 /2004 "Serman", entre otras).

En el ámbito de Córdoba, la Ley 6658 recepta positivamente el carácter formalista del procedimiento administrativo en su fase recursiva. 

Sin embargo, como se advirtió a través de esta Sala in re "Toranzo, Eduardo Antonio c/ Estado Provincial" (Sent. Nro. 55/2001) en el marco de lo dispuesto por los artículos 65 y 79 de la Ley 6658, la jurisprudencia administrativa y judicial han consagrado -al igual que a nivel nacional- la morigeración del formalismo en la instancia recursiva en una serie de supuestos de excepción, interpretados en sentido estricto. Así, verbigracia, respecto del órgano a quien le compete resolver el recurso, se ha interpretado que al menos que sea un error grosero, debe aplicarse el principio del informalismo en favor del administrado, situación que no se condice con la de autos.
12.- Desde esta matriz dogmática y normativa, en el sub lite, al no haberse interpuesto el recurso de reconsideración en contra del acto definitivo dictado por la autoridad con facultad para resolver en última instancia en Sede Administrativa, la aplicación del principio del informalismo o formalismo moderado, deviene inadmisible.

En las condiciones descriptas, la objeción centrada en esta circunstancia, además de carecer de sustento real, no alcanza para revertir la decisión impugnada.

13.- Finalmente, la resolución que por medio de este decisorio se confirma, en manera alguna traduce para la accionante una denegación de justicia. Como se ha sostenido in re: "Aliaga, Agustín y Otros c/ Provincia de Córdoba..." (Sent. Nro. 72/1997), el derecho a la tutela judicial efectiva comprende el de obtener una resolución fundada en derecho, la que será de fondo o no, siempre que concurran los requisitos procesales para ello.

Dicha tutela, debe considerarse satisfecha con la obtención de una resolución fundada en derecho, que puede ser de inadmisión o desestimación por algún motivo formal cuando concurra alguna causa legal y así lo acuerde el Tribunal en aplicación razonada de la misma (GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús, El derecho a la tutela jurisdiccional, Ed. Civitas 1984, págs. 30 y sgtes.).

En consecuencia, tratándose de un proceso especial donde el artículo 11 de la Ley de la Materia establece que "antes de dar trámite a la demanda" el Tribunal debe verificar la concurrencia de los requisitos legalmente exigidos -entre los que se encuentra el cuestionado en esta causa-, el cumplimiento de tal deber en manera alguna puede constituir un "excesivo rigor formal".
14.- En las condiciones descriptas, corresponde no hacer lugar al recurso de apelación interpuesto en autos, confirmando el decisorio impugnado en todos sus términos.

15.- En razón de tratarse de un recurso interpuesto en etapa de habilitación de instancia, no corresponde imponer costas, dado la inexistencia de parte vencida. Ello sin perjuicio del derecho a honorarios que pudiera corresponder a los profesionales intervinientes.

Así voto.
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO, DIJO:
Considero que las razones dadas por el Señor Vocal preopinante deciden acertadamente la presente cuestión y, para evitar inútiles repeticiones, voto en igual forma.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR SEBASTIÁN LÓPEZ PEÑA, DIJO:

Comparto los fundamentos y conclusiones vertidos por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por lo que haciéndolos míos, me expido en idéntico sentido.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:

Corresponde: I) No hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la actora        (fs. 57/57vta.) en contra del Auto Interlocutorio Número Ciento setenta y dos, dictado el siete de noviembre de dos mil catorce por la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial, Familia y Contencioso Administrativo de la Cuarta Circunscripción Judicial, con asiento en la Ciudad de Villa María (fs. 55/55vta.), sin imposición de costas atento las etapas procesales cumplidas (art. 130 del C.P.C. y C. aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).
II) Disponer que los honorarios profesionales del Doctor Sandro Gabriel Ferrero                -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados por el Tribunal a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..

Así voto.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO, DIJO:
Estimo correcta la solución que da el Señor Vocal preopinante, por lo que adhiero a la misma en un todo, votando en consecuencia, de igual forma.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR SEBASTIÁN LÓPEZ PEÑA, DIJO:
Voto en igual sentido que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.
Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,
RESUELVE:

I) No hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la actora (fs. 57/57vta.) en contra del Auto Interlocutorio Número Ciento setenta y dos, dictado el siete de noviembre de dos mil catorce por la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial, Familia y Contencioso Administrativo de la Cuarta Circunscripción Judicial, con asiento en la Ciudad de Villa María (fs. 55/55vta.), sin imposición de costas atento las etapas procesales cumplidas (art. 130 del C.P.C. y C. aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).

II) Disponer que los honorarios profesionales del Doctor Sandro Gabriel Ferrero               -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados por el Tribunal a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..

Protocolizar, dar copia y bajar.-

DR. DOMINGO JUAN SESIN
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